PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 13 DE 2010 SENADO. 
por la cual se crean las colegiaturas de abogados, se autoriza su funcionamiento y se establecen sus obligaciones 

Bogotá, D. C., septiembre 6 de 2010 
Doctor

GUILLERMO LEÓN GIRALDO 

Secretario General de la Comisión Primera Constitucional

Senado de la República

Ciudad 
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 13 de 2010 Senado, por la cual se crean las colegiaturas de abogados, se autoriza su funcionamiento y se establecen sus obligaciones.

Señor Secretario General:
En cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 5ª de 1992 y agradeciendo la designación que se nos hizo como ponentes de este Proyecto de ley, me permito rendir informe de Ponencia para Primer Debate al Proyecto de ley número 13 de 2010 Senado, por la cual se crean las colegiaturas de abogados, se autoriza su funcionamiento y se establecen sus obligaciones , en los siguientes términos:

I. Contenido del proyecto y exposición de motivos
El objetivo principal de este proyecto es facilitar la agremiación y asociación de abogados titulados, reconociendo un sector de la población de profesionales del derecho que se dedica en forma exclusiva al oficio de actuar o ejercer en nombre y representación de terceras personas, con el fin de lograr una capacitación, educación, actualización en igualdad de condiciones con los funcionarios de la Rama Judicial y demás entes del Estado, permitiendo una recta, eficiente y justa administración de justicia.

Con anterioridad había sido presentada al Congreso de la República una propuesta similar de ley estatutaria ante la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes y su ponencia le correspondió al Representante Carlos Arturo Piedrahíta. Mediante este proyecto se creaban las colegiaturas obligatorias territoriales de abogados, con una estructura organizacional y funcionamiento similar al de las Cámaras de Comercio; allí se obligaba al abogado titulado que actuara en nombre y representación de terceras personas, a estar afiliado a una de estas colegiaturas territoriales. El Consejo Superior de la Judicatura emitió concepto desfavorable con el argumento de que se atentaba contra el principio constitucional del libre derecho de asociación y por consiguiente no se podía, por medio de una ley obligar a un abogado a afiliarse a un determinado colegio, razón por la cual se aprobó ponencia de archivo por inconstitucionalidad. 

A contrario sensu el alto tribunal responsable de la judicatura, procedió a presentar un proyecto de ley por la cual se expedía el régimen disciplinario de los abogados, el cual, efectivamente, se convirtió en la Ley 1123 de enero de 2007, que estaba dirigido a aquellos profesionales que se dedican a trabajar en forma privada y particular, actuando y ejerciendo a nombre y representación de terceras personas en despachos judiciales y entidades públicas.

Sobre el tema de la profesión de abogado se encuentra vigente parcialmente el Decreto 196 de 1971, con sus modificaciones y reformas tales como los Decretos 765 de 1977, 2150 de 1995, y la Ley 583 de 2000, lo mismo que el Decreto-ley 2566 de 2003 que regula los programas académicos de derecho. 

En la Constitución Política de 1991, en relación con la profesión de abogado, se estableció en el artículo 256 numeral 3, la atribución del Consejo Superior de la Judicatura de examinar la conducta y sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley.

Encontrando que no existe actualmente en nuestro ordenamiento jurídico interno mandato legal alguno que regule la colegiatura de abogados, como sí ocurre con otras profesiones u oficios, por ejemplo en las ingenierías, la medicina, la contaduría, la administración de empresas y otras, razón por la cual es procedente y resulta oportuna la intervención del legislador para ocuparse de la organización de los abogados titulados, pero en especial de aquellos que se dedican de tiempo completo a la labor de actuar en nombre y representación de terceras personas y son quienes tienen un alto grado de responsabilidad frente al Estado y al servicio que prestan.

Además, es necesario hacer propuestas legislativas en favor de los profesionales del derecho si tenemos en cuenta que existe mandato constitucional que lo autoriza, tal como lo consagra el inciso final del artículo 26 de nuestra Carta Magna al señalar en relación con el derecho fundamental de la libertad de escoger profesión u oficio. 

Con el reconocimiento y autorización de funcionamiento de estos colegios o asociaciones de abogados, por parte del órgano que constitucionalmente le fue conferido su vigilancia y control, se está contribuyendo para que exista un verdadero control para el ejercicio del litigio ya que por intermedio de estos colegios se le facilitará la labor al Consejo Superior de la Judicatura que podrá llevar una real y verdadera estadística de cuántos abogados titulados se dedican en forma exclusiva al ejercicio del litigio, lo mismo que podrá identificar fácilmente cuáles son las tarjetas profesionales que se deben dar de baja por muerte del litigante y que hasta la presente le ha sido imposible determinar; además, que se estaría previniendo el riesgo de que se utilicen tarjetas profesionales falsas, o evitar que actúen los abogados sancionados disciplinariamente.

Lo más importante de este proyecto es que se está contribuyendo con el principio de solidaridad, para que los profesionales se asocien o agremien y así rescatar la dignidad y respeto en el ejercicio de la profesión, logrando que tengan como mínimo el derecho a la seguridad social integral que ordena la ley y que a través de estas organizaciones se establezcan programas de capacitación y prof esionalización basados en la experiencia práctica y retroalimentación de la información, lo que contribuirá, a presentar propuestas que mejoran el servicio público de la judicatura, si se tiene en cuenta que con esta ley se contribuirá enormemente en la educación, capacitación y actualización de los profesionales que se dedican en forma exclusiva al ejercicio del litigio y que por su condición de trabajar en forma independiente, no cuentan con esta posibilidad educativa, en desigualdad con la permanente capacitación que sí se les brinda a los funcionarios de la Rama Judicial, la Fiscalía General, la Procuraduría General, la Defensoría del Pueblo y en general todas las entidades públicas que capacitan a sus funcionarios jurídicos.

Se hace necesario que estas organizaciones tengan un mínimo de afiliados activos a fin de evitar la proliferación de pequeñas organizaciones insulares, que por lo mismo les sería imposible tener la capacidad económica y estructural para adelantar los programas y requisitos aquí exigidos y que en últimas serían organizaciones simplemente de papel.

Es de aclarar que las organizaciones y asociaciones existentes a la fecha de la expedición de la ley, se les deberá respetar sus derechos adquiridos como asociación u organización sin ánimo de lucro, pero serán sometidas a los requisitos exigidos para la autorización de funcionamiento.

De otra parte, se exige que dentro de los estatutos de cada organización se establezca un alto Tribunal de Ética, integrado por tres (3) de sus afiliados con experiencia superior a 10 años de ejercicio profesional, quienes serán elegidos en forma independiente de los órganos de dirección por la mayoría de los afiliados, el cual tendrá como función resolver los conflictos internos de convivencia, de violación a los propios estatutos y los conflictos que se presenten con integrantes de otras organizaciones similares, dejándosele la potestad al Consejo Superior de la Judicatura para que si lo considera necesario solicite a dicho Tribunal concepto o información sobre la formulación de queja por violación al régimen disciplinario y así facilitar su tarea para que con fundamento en la repuesta se determine si se dicta o no auto de trámite de apertura de proceso disciplinario conforme a la ley.

Revisando el debate que ha suscitado el Proyecto de ley sobre las colegiaturas de abogados, un dilema constante al que ha sido sometido es el de su clasificación como ley ordinaria o estatutaria. En la Audiencia Pública del 17 de marzo de 2009 sobre el Proyecto de ley número 04 de 2009 de Senado, por el cual se le confieren facultades al Consejo Superior de la Judicatura para el reconocimiento de personería jurídica, autorización de funcionamiento, ejerza control y vigilancia a las organizaciones de abogados titulados y se crean otras obligaciones, este fue un cuestionamiento que se planteó a lo largo de la discusión. No se llegó a una conclusión específica. El entonces ponente del Proyecto, Eduardo Enríquez Maya, solicitó la opinión de expertos en el tema. Estudiando el Proyecto de ley número 13 de 2010 y retomando lo expuesta en la Audiencia Pública para el Proyecto de ley número 4 de 2009, se podría decir que la iniciativa es de tipo estatutaria en cuanto a que aborda el derecho fundamental de la libre asociación (artículo 26 de la Constitución Política). Debido a que el Proyecto de ley número 13 de 2010 involucra el Consejo Superior de la Judicatura, este se pensó que clasificaría como ley estatutaria al abordar lo concerniente a la administración de la justicia. Esto está contemplado en el artículo 152, literal B de la Constitución Política de Colombia. 

El presente proyecto ¿por la cual se crean las colegiaturas de abogados, se autoriza su funcionamiento y se establecen sus obligaciones¿ se está tramitando por la Comisión Primera Constitucional como una ley de carácter estatutario. No obstante, persiste la inquietud de si debe tramitarse como ley estatutaria u ordinaria, considerando que aborda derechos fundamentales (derecho a la libre asociación) y que regula el tema de administración de justicia. Durante el proceso legislativo, corresponde a la Comisión Primera dictaminar si la presente ley será tramitada como estatutaria u ordinaria.

El Proyecto de ley número 13 de 2010 sobre las colegiaturas de abogados ha sido controversial en cuanto a que en él se habla de la obligatoriedad de pertenecer a una asociación, como se estipula en el artículo 4° del mismo. Este punto ha suscitado opiniones encontradas. Sin embargo, en lo que se refiere a la libre asociación, no se estaría violando el  artículo 38 de la Constitución Política como han argumentado detractores del Proyecto. No obstante, al estudiar la iniciativa, se puede concluir que en ella se garantiza el derecho fundamental a la libre asociación, debido a que provee una amplia gama de opciones de afiliación. En otras palabras, el abogado litigante tiene la libertad de escoger el colegio al cual asociarse. 

Es por estas razones que se debe defender el reconocimiento y funcionamiento de estas organizaciones de carácter privado, con patrimonio y autonomía propia, que agremie exclusivamente a quienes temporal o definitivamente se dediquen a la labor litigiosa, con estructura interna democrática, entidades estas que deberán ser reconocidas o autorizadas para funcionar; vigiladas por el Consejo Superior de la Judicatura, por tratarse del organismo que constitucionalmente le fueron otorgadas dichas funciones, sin perjuicio de las que puedan delegar en las organizaciones.

En estos términos dejo a consideración de los congresistas la exposición de motivos al proyecto de ley.

II. Propuestas de modificación

Con el propósito de mejorar tan relevante iniciativa, nos permitimos sugerir las siguientes modificaciones:

a) Adiciónese Artículo (Que por numeración corresponderá al Artículo 1º)

Retomando lo expuesto en el artículo 1º del Decreto-ley 196 de 1971, se consideró importante recalcar la función del abogado en la sociedad y la función que cumplirán los colegios de abogados. 

b) Artículo 1º (Que por numeración corresponderá al Artículo 2º)

El ordenamiento constitucional colombiano, para la garantía de la independencia judicial, establece un órgano judicial llamado Consejo Superior de la Judicatura, así como concejos seccionales de la judicatura con competencia en distritos judiciales. Su función, además de administrar la Rama Judicial, es disciplinaria frente a jueces, fiscales y abogados. Esta jurisdicción disciplinaria cuenta con 35.388
[1][1] procesos seccionales en todo el país, lo que indica que el CSJ está superando ampliamente la producción en la jurisdicción disciplinaria y se encarga de hacerle reiterados llamados de atención a jueces y fiscales del país. Pero, ¿qué sucede con aquellos abogados que cometen faltas en el ejercicio de su profesión? Actualmente se cursan procesos disciplinando a aquellos abogados que han vio lado el Estatuto del Abogado.

El presente artículo pretende regular la creación de los colegios de abogados bajo la autorización y supervisión del Consejo Superior de la Judicatura. En general, el proyecto de ley siendo estudiado dará la facultad al CSJ (además de sancionar, suspender y cancelar tarjetas de los abogados) de regular los organismos y personas jurídicas que ayudarán y controlarán a los abogados litigantes de este país.

Falencias del artículo 1º:

1. Se menciona en el presente artículo lo siguiente: ¿(¿) para asociar y vincular a los profesionales del derecho¿. Se considera importante indicar que los abogados litigantes conforman un grupo más amplio de profesionales del derecho. Es necesario especificar que aquellos que litigan son abogados que actúan a nombre y representación de terceras personas.

2. Se menciona en el presente artículo lo siguiente: ¿(¿) facultades al Consejo Superior de la Judicatura para que reconozca personería jurídica, autorice, regule el funcionamiento y ejerza control y vigilancia sobre asociaciones, colegios de abogados titulados y organizaciones de primer, segundo y tercer grado (¿)¿. Es importante que para mayor claridad y evitar conflictos en cuanto a la competencia del CSJ se defina que además de sancionarse a las asociaciones y colegios de abogados, se disciplinará a los miembros de los mismos.

c) Artículo 2º (Que por numeración corresponderá al Artículo 3º)

El presente artículo pretende regular de forma expedita el funcionamiento y requisitos para que se pueda constituir la personalidad jurídica. A esto, se le debería incluir lo siguiente:

Rendir un informe anual al Consejo Superior de la Judicatura con el fin de demostrar los avances y logros que se hayan presentado en el año en las diversas mater ias. 

Con respecto al numeral 3 original del artículo 2º creemos conveniente aumentar a 15 años la experiencia los que tengan los miembros que conformar el Tribunal de Ética. 

d) Artículo 4º (Que por numeración corresponderá al Artículo 5º)

El parágrafo del presente artículo, en lo que respecta a los estudiantes, debería ser modificado. No se considera pertinente que para los estudiantes de derecho que cursan su requisito de consultorio jurídico sea obligatorio pertenecer a una colegiatura. La responsabilidad de disciplinar corresponde en esta instancia las universidades. Una vez expedida su tarjeta profesional que es el requisito primario para poder litigar, podrán hacer uso de su derecho de libre asociación y afiliarse al colegio de su preferencia.

e) Adiciónese Artículo (Que por numeración corresponderá al Artículo 7º) 

Se añadirá lo que respecta el financiamiento de los colegios de abogados, dejando la posibilidad que se hagan aportes de carácter no-obligatorios.

f) Artículo 6º (Que por numeración corresponderá al Artículo 8º) 

Es importante mencionar que el Consejo Superior de la Judicatura sigue siendo la instancia disciplinaria máxima. Es por ello que el Tribunal de Ética de las colegiaturas de abogados estará sujeto a las medidas sancionatorias que el Consejo Superior de la Judicatura imponga. 

El Tribunal estará a cargo de las concili aciones extrajudiciales entre el litigante y el afectado. Se debe tener en cuenta para la conciliación que esta trate faltas leves o el bien jurídico que sea menoscabado sea susceptible a algún tipo de transacción. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. Se debe tener en cuenta para la conciliación que esta trate faltas leves o el bien jurídico que sea menoscabado sea susceptible a algún tipo de transacción. El Tribunal de Ética tendrá como deber el coadyuvar a través de conciliaciones internas asuntos que lleguen a ser transables. Esto sería un aporte de las colegiaturas de abogados, al servir como instancia que ayude a descongestionar la labor judicial del Consejo Superior de la Judicatura utilizando para ello métodos alternativos de solución de conflicto os, como lo es la conciliación extrajudicial.

g) Suprímase Artículo 7º 

El artículo sobre la toga roja deberá ser suprimido, ya que su uso no se considera necesario o pertinente en las audiencias orales. 

h) Artículo 8º (Que por numeración corresponderá al Artículo 9º)

La instauración del Día Nacional del Abogado servirá para reconocer la labor de estos profesionales. Sin embargo, debería corresponder a cada colegio adelantar las actividades de carácter académico, cultural y social en dicha fecha con la coadyuvancia del Consejo Superior de la Judicatura. Se sugiere cambiar la fecha del Día Nacional del Abogado del 26 de junio al 26 de agosto. La razón de ello serviría para conmemorar el 26 de agosto de 1789, día en que fue firmada la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. La Declaración tuvo un alcance general orientado hacia el futuro, donde se trató por primera vez los derechos imprescriptibles del hombre como la libertad, la propiedad y la seguridad.

i) Artículo 9º (Que por numeración corresponderá al Artículo 10)

Se considera fundamental ampliar el tiempo en el cual comenzará a regir la ley. Debido al grado de organización qu e se requiere para estructurar los colegios de abogados, es necesario que la ley comience a regir en un plazo de seis meses. 

III. Proposición
Con las anteriores consideraciones, proponemos a la honorable Comisión Primera del Senado de la República, dar curso al Primer Debate del Proyecto de ley número 13 de 2010 Senado, por la cual se crean las colegiaturas de abogados, se autoriza su funcionamiento y se establecen sus obligaciones, en los términos en que han sido presentado el Pliego de Modificaciones que nos permitimos anexar al presente informe de ponencia. 

Juan Manuel Corzo Román,

Senador de la República,

Ponente.

PLIEGO DE MODIFICACIONES  AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 13 DE 2010  SENADO 

por la cual se crean las colegiaturas de abogados,  se autoriza su funcionamiento y se establecen  sus obligaciones.

Artículo 1º. La abogacía y los colegios de abogados tienen como función social la de colaborar con las autoridades en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país, y en la realización de una recta y cumplida administración de justicia.

Artículo 2°. Créanse colegios de abogados, en virtud de lo cual se le confieren especiales facultades al Consejo Superior de la Judicatura para que reconozca personería jurídica, autorice, regule el funcionamiento y ejerza control y vigilancia sobre asociaciones, colegios de abogados titulados y organizaciones de primer, segundo y tercer grado creadas con fines sociales, sin ánimo de lucro, de carácter no gubernamental, para asociar y vincular a los profesionales del derecho que actúan a nombre o representación de terceras personas. 

Parágrafo 1°. Corresponderá al Consejo Superior de la Judicatura, como entidad de vigilancia y control, además de lo anterior, sancionar motivadamente, con multas sucesivas y hasta la suspensión temporal y cancelación definitiva de la personería jurídica a las organizaciones que violen el régimen que se expida para tal fin.

Parágrafo 2°. El consejo Superior de la Judicatura seguirá siendo el facultado para disciplinar a los abogados.

Artículo 3°. Para el cumplimiento de estas facultades el Consejo Superior de la Judicatura deberá definir los requisitos mínimos a los que se tendrán que ajustar las organizaciones que aspiren a este reconocimiento o autorización de funcionamiento, los cuales deberán ser, como mínimo, los siguientes: 

1. Que demuestre tener un mínimo de doscientos (200) afiliados, abogados titulados, formalmente inscritos como activos en la organización y manifiesten expresamente, dentro de los seis meses anteriores a la solicitud, su voluntad de pertenecer a dicha organización, número que deberá mantenerse para la validez de su personería jurídica. 

2. Que en desarrollo de los principios de solidaridad, participación y democracia, estas organizaciones deberán demostrar en sus estatutos, principios rectores, éticos, morales la decisión de mantener el buen nombre de la profesión, defender los intereses colectivos del grupo, prestar apoyo a sus asociados y mantener una estructura interna democrática, donde se permita la participación de todos sus afiliados en la escogencia de sus cuadros directivos. Además, cumplirá con un programa mínimo de autocapacitación y actualización en temas de reforma constitucional, legislativa y nueva jurisprudencia.

3. Dentro de la estructura interna, las asociaciones, colegios de abogados titulados y organizaciones de primer, segundo y tercer grado conformarán un alto tribunal de ética, integrado por tres (3) de sus asociados con experiencia superior a 15 años de ejercicio profesional, quienes serán elegidos en forma independiente de los órganos de dirección por la mayoría de los afiliados. Este tendrá como función sancionar la violación a los estatutos y resolver los conflictos internos de convivencia y los que se presenten con integrantes de otras organizaciones similares.

4. Presentar un plan de acción para garantizar que todos sus afiliados cuenten obligatoriamente con el sistema de seguridad social integral ordenado por la ley. 

5. Expresar el compromiso de no aceptar como afiliados y de retirar de la organización a los abogados que estuvieren o resultaren con sanción disciplinaria vigente proferida por la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura o sentencia condenatoria vigente que suspenda los derechos civiles.

6. Las asociaciones, colegios de abogados titulados y organizaciones de primer, segundo y tercer grado deberán implementar y desarrollar programas de autocapacitación y recreación para sus afiliados.

7. Informar periódicamente al Consejo Superior de la Judicatura todas las novedades de vinculaciones y retiros que se presenten al interior de su organización, especialmente las originadas por causas del retiro obligatorio y forzoso de sus asociados y afiliados, así como de las negativas de afiliación.

8. Rendir un informe anual al Consejo Superior de la Judicatura con el fin de demostrar los avances y logros que se hayan presentado en el año sobre los programas implementados en las colegiaturas de abogados. 

9. Las que el Consejo Superior de la Judicatura considere necesarias para el buen funcionamiento de estas organizaciones.

Artículo 4°. Al Consejo Superior de la Judicatura corresponderá publicar en el Diario Oficial el reconocimiento, sanción o cancelación de las personerías jurídicas de las organizaciones de abogados titulados, así como de las autorizaciones para su funcionamiento. También le corresponde promover y desarrollar programas de capacitación y actualización de la normatividad vigente y de los constantes cambios que se presenten en los procedimientos y el funcionamiento administrativo de los despachos judiciales, en igualdad de condiciones con los programas que se desarrollan con los jueces, magistrados y demás funcionarios de la Rama Judicial.

Artículo 5°. A partir de la vigencia de la presente ley, para el ejercicio de actuaciones en calidad de abogado litigante, que actúe en nombre y representación de terceras personas, para la defensa de sus intereses, será requisito obligatorio estar afiliado a una organización reconocida y autorizada por el Consejo Superior de la Judicatura y que el profesional la haya escogido libremente, requisito indispensable en todas sus actuaciones ante las autoridades judiciales, civiles o entidades públicas y privadas en el territorio nacional y ante quienes ejerza su profesión.

Parágrafo. A los estudiantes de las facultades de derecho que sean miembros activos de los consultorios jurídicos no se les exigirá afiliarse a una organización de abogados. La responsabilidad de disciplinar en esta instancia corresponde a las universidades. Una vez expedida la tarjeta de profesional del abogado litigante, el individuo podrá hacer uso de su derecho de libre asociación y afiliarse al colegio de su preferencia.

Artículo 6°. El Consejo Superior de la Judicatura podrá delegar en las asociaciones, organizaciones y colegios de abogados titulados de primer, segundo y tercer grado, funciones públicas propias de esta corporación, sin perjuicio de reasumirlas cuando lo considere necesario.

Artículo 7º. Constituirán los fondos del Colegio:

1. Las contribuciones que se establezcan a cargo de los miembros del Colegio;

2. Las donaciones que se hagan a las colegiaturas de abogados;

3. Las multas que se impongan disciplinariamente por el Colegio o por el Consejo Superior de la Judicatura a los profesionales en derecho miembros;

4. Las subvenciones que acuerde a su favor las universidades, ONG, fundaciones o el Gobierno de la República;

5. Otros fondos producto de actividades propias dirigidas por el Colegio. 

Artículo 8°. El Consejo Superior de la Judicatura podrá solicitar al Tribunal de Ética de la respectiva organización de abogados titulados, concepto o información sobre la formulación de queja por violación al régimen disciplinario y con fundamento en la respuesta se determinará si se dicta o no auto de trámite de apertura de proceso disciplinario conforme a la ley. Esto no se entenderá como requisito para adelantar actuaciones directas frente al Consejo Superior de la Judicatura.

Parágrafo. El Tribunal de Ética estará a cargo de las conciliaciones extrajudiciales entre el litigante y el afectado. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 

Artículo 9°. Institucionalícese como Día Nacional del Abogado el 26 de agosto de cada año, correspondiéndole a cada Colegiatura de Abogados, en coadyuvancia con el Consejo Superior de la Judicatura, el desarrollo de actividades de carácter académico, cultural y social.

Artículo 10. La presente ley comenzará a regir seis meses después de su promulgación.

Juan Manuel Corzo Román,

Senador de la República,

Ponente.
�[1][1]	Edición 129 revista El Congreso siglo XXI Pág. 102.





